UNIDAD V
Negociación colectiva: Son las negociaciones que se dan entre asociaciones que representan a los trabajadores y empleadores, teniendo como fin regular las condiciones de trabajo y empleo como así también las vinculaciones que se dan entre esas asociaciones. Esta negociación se funda en la llamada autonomía de la voluntad colectiva de los sujetos representativos de trabajadores y empleadores; quienes con intereses distintos y por intermedio de un de un procedimiento entre ambas partes interactúan buscando plasmar un producto mutuo y final: el convenio colectivo de trabajo (CCT). obtieniendo un instrumento con eficacia normativa destinado a reglar las condiciones de trabajo de una actividad u oficio determinado y que en algún caso regla también materias que hacen a las relaciones entre las asociaciones que lo suscribieron. 

El procedimiento: En la actualidad la normativa aplicable en materia de negociación colectiva es la ley 23.546 modificada por ley 25.877. La Ley 23.545 introdujo modificaciones a la Ley 14.250: 

· Incorporando como partes de una convención a las Empresas del Estado o Sociedad Anónima con participación estatal mayoritaria o una entidad financiera estatal o mixta y  los trabajadores de la administración pública nacional, provincial y municipal.
· Incorpora la disposición que otorga a la Autoridad de aplicación interviniente en las negociaciones la facultad de atribuir la representación del sector empleador, cuando no hubiere una asociación de empleadores o la existente no fuera suficientemente representativa.
· Las normas nacidas de las CCT homologadas regirán respecto de todos los trabajadores de la actividad o de la categoría dentro de la zona a que estas convenciones se refieran y si se tratare de más de un empleador alcanzará a todos los comprendidos en sus particulares ámbitos.
· Establece que será requisito esencial para acceder a la homologación del CCT que ésta no contenga cláusulas violatorias del interés general como así tampoco que la vigencia de la misma afecte significativamente la situación económica general o produzca un deterioro grave en las condiciones de vida de los consumidores.
· En el Art. 6 agrega que el efecto de la ultraactividad de las CCT se aplicará tanto a las condiciones de trabajo como a las normas relativas a contribuciones y demás obligaciones asumidas por los empleadores.
La Ley Nacional de Empleo 24.013 estableció las materias que deben ser negociadas en los CCT para fomentar el empleo:

· Incorporación de tecnología y sus efectos sobre el empleo; 

· sistemas de formación que faciliten la polivalencia funcional de los trabajadores; 

· regímenes de categorías y movilidad funcional; 

· relación apropiada sobre mejora de la productividad, aumento de la producción y crecimiento de los salarios reales.
· implementación de las modalidades de contratación promovidas por la ley. 
· consecuencias de los programas de reestructuración productiva en las condiciones de trabajo y empleo. 

· mecanismos de información y consulta. 
La Ley 24.185 y su Decreto reglamentario 447/93 es aplicable al sector público. 
Se establece que el contenido de los CCT podrá comprender tanto las condiciones generales de trabajo como la escala de salarios de acuerdo a las siguientes pautas: 
· Un modulo general integrado por condiciones generales de trabajo y salarios pactados convencionalmente obligatorios para la actividad, rama, sector o empresa para el que se haya pactado el CCT.- 

· Un módulo particular integrado por condiciones de trabajo y un salario variable por encima del modelo general y será obligatorio para los trabajadores comprendidos en la unidad de negociación. Este módulo solo será aplicable a los empleadores firmantes del convenio.

· Lo convenido en cualquier nivel de negociación será considerado como la norma convencional válida para las partes firmantes.

El procedimiento en la actualidad (Ley 23.546 reformada por ley 25.877): 
· Cualquiera de las partes (representantes de trabajadores o de empleadores) puede promover la negociación notificando a la otra por medio escrito y con copia a la autoridad laboral administrativa del trabajo, señalando la representación que enviste, la materia a negociar, el alcance personal y territorial del CCT que se busca plasmar. 
· La comunicación debe contener el reconocimiento de representación a la otra parte, quien podrá proponer otras materias en la negociación y, en ese caso, debe realizar el mismo procedimiento es decir notificar a la otra parte con copia a la autoridad administrativa del trabajo. 
· En ambos casos, las materias a negociar deben ser individualizadas especialmente 
· las relativas a empleo
· ajustes de salarios
· capacitación
· organización del trabajo 
· nuevas tecnologías
· régimen de información y consulta a la representación sindical
· salud y medio ambiente laboral
· productividad 
· mecanismos de prevención o solución de conflictos laborales. 
· La parte que reciba la notificación debe responder y designar representantes y ambas partes están obligadas a negociar de buena fe. 
· Dentro del quinto día hábil administrativo de recibida o remitida la comunicación las partes deben acompañar al Ministerio de Trabajo los instrumentos que acrediten la representación invocada y deben nominar a quienes las representaran en la comisión negociadora. 
· En el plazo de 15 días de recibida la contestación, se constituye la comisión negociadora, cada parte puede concurrir con asesores con voz pero sin voto. 
· El Ministerio de Trabajo, dentro de los 15 días de recibida la propuesta de negociación colectiva, citará a las partes a una audiencia a fin de integrar la comisión negociadora. 
· En esa audiencia las partes presentarán el texto del proyecto de acuerdo que esperan arribar y resolverán si llevaron las negociaciones directamente o con la colaboración y coordinación de un funcionario de la Cartera Laboral. 
· Es violatorio del deber de negociar de buena fe la ausencia a las reuniones que se fijen de común acuerdo o fijadas por el Ministerio de Trabajo 
· la designación de negociadores sin mandato suficiente
· no intercambiar información 
· la falta de esfuerzos "suficientes" o conducentes para lograr el acuerdo. 
· En caso de que alguna de las partes se negara a negociar sin justificación la otra tiene una acción sumarísima para obtener el cese de tal actitud. 

· De todo lo que ocurra en las negociaciones se debe labrar un acta resumen. 
· Los acuerdos que se alcancen se deben lograr con el consentimiento de los sectores representados y cuando en el seno no hubiera unanimidad prevalece la posición de la mayoría de los integrantes. 
· Alcanzado el acuerdo, las convenciones colectivas de trabajo son homologadas por el Ministerio de Trabajo Empleo y seguridad Social, quien deberá expedirse en el plazo no mayor de 30 días de recibida la solicitud siempre que se reúnan los requisitos pertinentes. 
· Transcurrido dicho plazo se la considerará tácitamente homologada. 

UNIDAD VI

CONVENCIONES COLECTIVAS DE TRABAJO. 
Antecedentes históricos: La CCT es la manifestación más cabal de la aspiración de los trabajadores y de sus organizaciones de incidir directamente en la configuración de las condiciones de trabajo. Es el resultado natural de la evolución que conduce de la relación individual aislada del trabajador frente al empleador a las relaciones colectivas entre organizaciones de trabajadores y empresarios. Los acuerdos a que se arribaban se denominaban indistintamente contratos, convenios, convenciones, negociación colectiva, coincidiendo la diferente denominación con su naturaleza jurídica. 

Antes de la Revolución Francesa los estatutos de las viejas corporaciones de oficios contenían cláusulas destinadas a regular el trabajo, pero al desaparecer los gremios los trabajadores pugnaron por alcanzar convenios colectivos para regular su trabajo. A partir de 1884 se reconoce la personalidad jurídica de los sindicatos y por ende comienza el desenvolvimiento de los CCT. 

La convención colectiva se gesta en la gran fábrica denominada también concordato o contrato de tarifa, logrado con posterioridad a un periodo de lucha, limitado el acuerdo inicialmente a los salarios. 

El primer acuerdo colectivo escrito en Argentina se formalizó en 1901 en la actividad marmolera. En 1903 se negocia el trabajo en el puerto de Colastiné (Santa Fe) gozando los representantes de los trabajadores de estabilidad en el empleo y de crédito horario para cumplir sus funciones. Uno de los más conocidos y antiguos fue el de la industria gráfica en 1906 que se mantuvo vigente varios años, luego de un prolongado conflicto laboral que paralizó la edición de los diario de la época, acordando condiciones de trabajo y prohibición de la labor de los menores en dicha actividad. Luego se conocen los convenios de ferroviarios y trabajadores marítimos, que eran análogos a contratos de derecho civil ya que no producían efectos genéricos respecto de terceros sino entre los firmantes, ya que eran considerados contratos plurindividuales. 
Los acuerdos colectivos crecieron a partir de 1943 celebrados por la asociación más representativa y con personería gremial declarando practica desleal la negativa patronal a negociar colectivamente. 

Toda esta etapa histórica corresponde a lo que se ha dado en llamar convenios del “primer periodo” en que no había una regulación legal específica. Empero entre 1945 y 1953 la doctrina y jurisprudencia atribuyó ciertos efectos obligatorios a los CCT cuando intervenía el sindicato y la autoridad administrativa.
A partir de 1953 se sanciona la Ley 14.250 iniciándose en el país el "segundo período" sometiendo al CCT a una regulación legal especial. Esta ley, que se mantiene vigente con modificaciones, tuvo una gran influencia en la evolución de la convención colectiva tanto en los hechos como en la teoría jurídica. La Constitución Nacional en su Art. 14 bis garantiza a los gremios "concertar convenios colectivos de trabajo, la que constituye una cláusula operativa al estar reglamentada por ley”. 

Concepto de convención colectiva de trabajo: En nuestro País la Ley 14250 no define el CCT pero informa sobre sus características las cuales brindan el siguiente concepto: 
“acuerdo escrito entre un empleador, grupo de empleadores o una asociación de empleadores y una asociación sindical con personería gremial relativo a las condiciones de trabajo, empleo y remuneraciones que una vez homologado por el Ministerio de Trabajo tiene efecto erga omnes, es decir que sus cláusulas son obligatorias para afiliados y para no afiliados que se desempeñen en la actividad u oficio respectivo, tanto trabajadores como empleadores”.
El Convenio Colectivo como fuente. La LCT establece las fuentes de regulación del contrajo y relación de trabajo reconociendo a las "convenciones colectivas o laudos con fuerza de tales” como tal. El CCT puede establecer mejores derechos para el trabajador que la ley y en todo caso se aplica la norma más favorable.  

La convención colectiva no solo es un contrato sino que es también fuente de derecho en sentido material, produce los efectos de la ley inmediata y automáticamente con su homologación. La Ley les reconoce su carácter de fuente material de derecho ya que las convenciones colectivas individualizadas, que reúnan los requisitos de la ley no se hallan sujetas a prueba de juicio.
Naturaleza Jurídica: Se ha dicho que la convención colectiva tiene "Cuerpo de contrato y alma de ley", en tanto se trata de un negocio jurídico entre privados pero que la obligatoriedad general de sus cláusulas eleva a la convención por encima de un simple contrato en una suerte de delegación limitada a la autonomía de las partes privadas. Muchos quisieron explicar esta figura nueva de la CCT, pero no logran explicar el nuevo hecho del convenio colectivo: las partes invisten una representación de derecho del trabajo, reflejando los intereses de un colectivo de trabajo. Trasciende por ende el derecho civil ya que actúan organismos intermedios con capacidad para establecer normas objetivas obligatorias dentro del universo representado y del ámbito fijado por ley, sujeto a la homologación que se reserva el Estado. Forma parte del derecho social. 

Requisitos Formales de validez: La ley 14.250 proponía como requisitos celebrarse por escrito y consignar:
· Lugar y fecha de celebración; nombre de los intervinientes  actividades y categorías de trabajadores a que se refiere; zona de aplicación y periodo de vigencia. La Ley 25.877 agregó un nuevo requisito: La materia objeto de la negociación. 
· Debe definir ámbito de aplicación territorial y personal de que se trate 

· En instrumento privado o ante el Ministerio de Trabajo. 
· Debe ser negociada y firmada por los representantes de las partes debiendo acreditar su personería por medio de los estatutos u otro medio idóneo. 
· La representación empresaria puede ser de una sola empresa, o grupo de empresas constituida o no como asociación debiendo en definitiva el Ministerio de Trabajo integrar la representación. 
· La representación de los trabajadores se restringe a la asociación profesional con personería gremial; puede ser una Entidad de segundo grado en representación de los sindicatos adheridos o una asociación de primer grado cuando no estuviere adherido a una federación. Además el sindicato debe tener competencia para la celebración del convenio colectivo concreto la que surge de los estatutos de la asociación.
Cláusulas obligacionales y normativas: Las cláusulas de un CCT se distinguen según sus efectos en: 

· Normativas: regula las condiciones de trabajo que han de regir en el desarrollo de las prestaciones laborales dentro del sector de actividad y geográfico designado. Fijan las normas aplicables en material de salarios, horarios, derechos y deberes de las partes a que estarán sujetos los que se vinculan mediante un contrato o relación de trabajo individual. Actúan a manera de norma legal y es de aplicación en el sector de actividad y geográfico al corresponden, tienen validez erga omnes (para las partes y terceros). 
· Obligacionales tienen validez solo para las partes que han suscrito el CCT. Las principales disposiciones son entre otras las de "mantener la paz"; contratar solo personal afiliado al sindicato, realizar contribuciones pecuniarias al sindicato, llamadas de solidaridad sindical a través de las cuales la asociación percibe una suma por la celebración del convenio, contando con respaldo legal.
Tipos de Convenios: La ley distingue entre: 

· Convenio Nacional: regional; otro ámbito territorial 

· Convenio de Actividad (clase vertical) 

· Convenio de profesión u oficio (clase horizontal) 

· Convenio de Empresa o Grupo de Empresas 

· Convenio Intersectorial o Convenio Marco. 

Existen diversas clases de CCT y para su clasificación se pueden adoptar distintos criterios, teniendo en cuenta el ámbito territorial sobre el cual rigen y el ámbito personal de aplicación que son las siguientes:
· Convenio Colectivo de Empresa o grupo de Empresas: acuerdo entre el sindicato con personería gremial y una empresa determinada, sus cláusulas son obligatorias en el ámbito de la(s) empresa(s); no es necesaria su homologación solo deben ser registrados, depositados y publicados, salvo que las partes soliciten su homologación. En las negociaciones de este tipo de convenio colectivo la representación de los trabajadores sé integra también con delegados del personal en número que no exceda la representación establecida en el Art.45 (de 10 a 51, uno, de 51 a 100 dos y de 101 en adelante uno mas por cada 100) hasta un máximo de cuatro cualquiera sea el número de trabajadores comprendidos. 
· Convenio Colectivo de Actividad: comprende a trabajadores y empleadores de una actividad determinada (metalúrgica, textil, etc.)
· Convenio Colectivo de Profesión u oficio: abarca una especialidad (Ej. Viajantes de comercio e industria, etc.)
· Convenio Intersectorial o marco: se fijan condiciones o principios, aplicables a determinadas actividades u oficios a partir de los cuales deberán ajustarse los CCT que se suscriban. La unidad de negociación es entre asociaciones sindicales de tercer grado (CGT; CTA) y organizaciones de empleadores cuya representación depende de factores económicos y políticos (UIA; CGE). Reconocen como antecedentes los Pactos Sociales concertados durante las presidencias de Perón y recientemente el Acuerdo marco para el Empleo, la productividad y la Equidad Social celebrado entre la CGT y diversas organizaciones empresarias. En diciembre de 2004 se celebró un acuerdo entre la UIA (Unión Industrial Argentina) y la CGT que apoya el proceso productivo en marcha, y se compromete común esfuerzo para lograr un desarrollo con inclusión social y crecimiento del mercado interno; propiciar una distribución más equitativa del ingreso con crecimiento de la producción, el empleo y la calidad de vida de los trabajadores a través del mejoramiento del poder adquisitivo de los salarios, la regularización de la economía informal y la registración de los contratos de trabajos combatiendo el trabajo "en negro”. 
· Convenio colectivo para pequeñas empresas: la Ley de Pymes al ocuparse de las vinculaciones entre una pequeña empresa (hasta 40 trabajadores y una facturación anual tope determinada) y sus empleados establece determinadas características para las negociaciones colectivas y los convenios colectivos que pueden ser de actividad o de empresa. Por el sector empleador negocia siempre una asociación sindical con personería gremial, quien puede delegar esa función en entidades de grado inferior. Las partes pueden establecer libremente su fecha de expiración. Salvo pacto en contrario se extinguen de pleno derecho a los 3 meses de su vencimiento. Durante la vigencia de estos convenios no pueden ser afectados por convenios de otro ámbito. Vencido el término de un CCT o 60 días antes de su vencimiento cualquiera de las partes puede solicitar el inicio de las negociaciones colectivas para el ámbito de la pequeña empresa. En las actividades en las que no exista un CCT específico para las pequeñas empresas, el Ministerio de Trabajo deberá prever que en la constitución de la representación de los empleadores en la comisión negociadora se encuentre representado el sector de la pequeña empresa. A partir de los 6 meses de entregada en vigencia de la ley de Pymes (plazo ya transcurrido) es requisito para la homologación que el CCT contenga un capítulo específico que regule las relaciones; laborales en la pequeña empresa, salvo que en la actividad de que se trate exista un CCT específico para las Pymes.
Homologación. Efectos. Control del Estado: 
· La homologación es un acto administrativo por el cual el Estado por medio del Ministerio de Trabajo aprueba al CCT. Esto lo convierte en obligatorio para terceros no firmantes -empleadores y trabajadores- aunque comprendidos en su ámbito de aplicación. Esto “erga omnes”, porque sus cláusulas alcanzan a todos los trabajadores y empresas dentro del radio de aplicación del convenio y de la actividad u oficio comprendido, los hayan firmado o intervenido o no en la negociación colectiva, estén o no adheridos a las entidades firmantes (en el caso de las empresas), sean o no afiliados al sindicato que los suscribió (en el caso de los trabajadores). 

· El CCT debe ser homologado por el Ministerio de Trabajo, quien llevará un registro al efecto y regirá a partir de la fecha en que se dictó el acto administrativo que resuelve la homologación o el registro. 
· Este requisito de la homologación es esencial para la validez del negocio jurídico concertado para lo cual las partes acompañarán 3 ejemplares originales íntegros y se ratificarán las firmas contenidas en el acuerdo y la solicitud de homologación, que se producirá dentro de los 30 días hábiles de recibida la solicitud.
· El CCT no debe contener 
· cláusulas violatorias del orden público o dictadas en protección del interés general. 
· No procede la homologación solicitada si la vigencia del CCT pudiera afectar significativamente la situación económica 
· Produjera un deterioro grave en las condiciones de vida de los consumidores.
· Las observaciones se hacen saber a las partes invitándolas a reconsiderar y modificar lo acordado con miras a una adecuada armonización entre los intereses sectoriales y el interés general. 
Esta facultad de la autoridad de aplicación se conoce como control de legalidad y constituye una suerte de poder de veto y también de oportunidad o conveniencia, es decir si el contenido del CCT no apareja un perjuicio para el bienestar de la comunidad, por su incidencia sobre la productividad general o por un aumento de salarios.
· Se exige la homologación en todos los supuestos, salvo que se trate de un convenio de empresa. 
· Para los convenios de empresa no se exige el requisito de la homologación, salvo que las partes lo requieran expresamente. Si el Ministerio de Trabajo deniega la homologación, el titular de un derecho subjetivo o quien detente un interés legítimo puede solicitar la revisión de ese acto. 

· El convenio homologado debe ser registrado por el Ministerio de Trabajo, que lleva un registro en el cual debe inscribirlo mediante un número. 
· El texto de los CCT debe ser publicado por el Ministerio dentro de los diez días de registrado u homologado, según sea el caso. 
· Vencido este término, la publicación efectuada por cualquiera de las partes surte los mismos efectos que la publicación oficial. 

El Convenio Colectivo y la paz social: El CCT puede incluir una cláusula de respeto a la paz social, que consiste en abstenerse de toda medida de presión, huelga, cierre cuya finalidad sería obstaculizar el cumplimiento de la CCT o conseguir su modificación anticipada. Esta obligación es inmanente a toda CCT aunque no esté formulada expresamente. El deber de paz es una cláusula típicamente obligacional y tiende a una colaboración activa y permanente entre las partes colectivas, teniendo vigencia durante el plazo de la misma. Sus efectos no son ultra activos al vencimiento de la CCT.
Ultraactividad: es la permanencia del efecto temporal del CCT o la sobrevivencia que tiene luego de finalizado el periodo de su vigencia o por su extinción por otras causas (mutuo acuerdo, denuncia, caso fortuito, fuerza mayor). Tal concepto importa pues el mantenimiento de las cláusulas insertas en los convenios colectivos, aun después de su caducidad o extinción, cualquiera fuera la causa. . 

El régimen actual: Una convención colectiva cuyo término estuviera vencido mantiene la plena vigencia de todas sus cláusulas hasta que una nueva convención colectiva la sustituya, salvo que en la convención colectiva vencida se haya establecido lo contrario. En síntesis, el convenio se mantiene vigente hasta que se celebre otro nuevo. 

El efecto jurídico de la ultraactividad se fundamenta en el traslado de las condiciones más beneficiosas del CCT a los contratos individuales de trabajo. Estos no resultan afectados por la extinción de la citada convención y su contenido comprende a todos los trabajadores amparados.
La norma responde a tal pauta permitiendo que los niveles alcanzados en el convenio extinguido no se deterioren. 
Diferencia con el estatuto profesional: Los estatutos profesionales son creados por una ley especial, como son los casos de Aeronavegantes; Bancarios; Docentes particulares; Ejecutantes musicales; Encargados de casas de renta; Jugadores profesionales de fútbol; peluqueros; Periodistas profesionales; Obreros de la construcción; Trabajadores Marítimos; Portuarios; Rurales; Servicio doméstico; Viajantes de comercio; 

Los estatutos profesionales son leyes, y su fuente de origen radica en el legislador. Por ello se dicen que los estatutos son heterónomos, mientras que los convenios son autónomos constituyendo acuerdos con eficacia normativa celebrada por la asociación sindical más representativa con personería gremial.
Relación con la ley: La Ley es fuente formal y material de derechos. Asimismo tiene un procedimiento para su sanción establecido por la Constitución Nacional, a diferencia del CCT que tiene la formalidad de un contrato. 

El CCT se asemeja a la Ley en cuanto establece normas obligatorias de carácter general para el universo comprendido en el mismo. 

El CCT debe ajustarse a las normas legales que rigen las instituciones del derecho del trabajo a menos que las cláusulas de la CCT relacionada con cada una de esas instituciones resultaren más favorables a los trabajadores y siempre que no afectaren disposiciones dictadas en protección del interés general. 

La Ley tiene una prelación jerárquica en relación al CCT, ya que éste no puede pactar condiciones menos favorables al trabajador que las dispuestas en la ley y a su vez las CCT más favorables a los trabajadores serán válidas y de aplicación. La Ley establece el mínimo imperativo inderogable in peius del trabajador. Se aplica el criterio orgánico o por instituciones para relacionar la ley y el CCT. 

¿Puede la ley derogar una cláusula más favorable del convenio colectivo?

En principio la seguridad jurídica en materia de negociación colectiva está dada por el respeto a la autonomía de la voluntad de las partes por lo que el nivel de afectación por parte del Estado en el contenido de un convenio luego de su homologación tiene que tener fundamentos muy justificados. 

UNIDAD VII

Convenciones colectivas de trabajo. Encuadramiento convencional. Diferencia con el sindical: 
Encuadramiento convencional: la cuestión por determinar es si un grupo de trabajadores está comprendido en el ámbito personal o profesional de aplicación de un convenio colectivo de trabajo conforme a la representatividad de las partes que lo han celebrado. Se trata de un acto jurisdiccional, ya que pretende establecer cual es el convenio colectivo que rige para un sector productivo o un trabajador, es decir ante una duda intenta determinar la normativa aplicable. Por lo general involucra a dos o más sindicatos pero si una entidad gremial suscribió los dos convenios puede referirse sólo a ese sindicato. A los efectos de encontrar una solución resulta trascendente determinar la actividad principal de la empresa.
Encuadramiento sindical: Busca determinar el ámbito territorial y personal del conflicto.
Comisiones paritarias: Es un conjunto de personas constituidas con un número igual de representantes de empleadores y de trabajadores cuyo funcionamiento y atribuciones son establecidos en el respectivo convenio. 
Ya no se requiere que se encuentren presididas por un funcionario del Ministerio de Trabajo como lo establecía la normativa anterior. Las atribuciones de las comisiones paritarias son:

· Funciones interpretativas: Interpretar con alcance general el CCT a pedido de cualquiera de las partes o de la autoridad de aplicación, ante la existencia de un conflicto. La interpretación de la comisión paritaria obliga no sólo a las partes sino también a los tribunales en cuanto deben considerarla parte de la convención misma. 

· Funciones conciliatorias: Pueden intervenir en controversias individuales o plurindividuales originadas por la aplicación del CCT con carácter conciliatorio a pedido de parte, lo que no excluye el derecho de los interesados a iniciar la acción judicial correspondiente. 

· Funciones normativas: Pueden proceder a calificar el personal y determinar la categoría del establecimiento de acuerdo a la CCT, clasifica las nuevas tareas que se creen y reclasifican las que experimenten modificaciones por efecto de las innovaciones tecnológicas o nuevas formas de organización de la empresa. Debaten si los nuevos trabajos entran o no, y si entran se crea su regulación.
El procedimiento que se debe seguir, los plazos para dictar la resolución y los eventuales recursos que podrían plantearse ante las decisiones de las comisiones paritarias deben ser establecidos en los respectivos CCT. 

Diferencias entre comisiones paritarias y comisiones negociadoras:

Las comisiones negociadoras que son aquellas que tienen por objeto discutir y acordar el convenio colectivo. Se constituyen para pactar y lograr la firma del convenio y están integradas por igual número de representantes del sindicato con personería gremial y la representación de los empleadores. 
Las comisiones paritarias se constituyen cuando el CCT ha sido firmado, homologado, registrado y publicado y tiene como función esencial, interpretar ese CCT. 

Efectos del concurso preventivo y la quiebra sobre el CCT: En las empresas donde se ha decretado el concurso preventivo de acreedores, los CCT vigentes se suspenden por un período máximo de tres años o el plazo que dure el cumplimiento del concordato si éste fuere menor. Durante ese período los trabajadores quedan regidos por sus contratos de trabajo y por la LCT. Pero las asociaciones sindicales y la empresa concursada pueden celebrar un CCT de crisis que va a regir ese período. Tiene como característica peculiar el marco económico en el que se celebra (estado de cesación de pagos de la empleadora). Este convenio de crisis dura hasta la finalización del concurso. Pero tiene un plazo tope de tres años. Luego, recupera su vigencia el CCT suspendido. 

En el supuesto de quiebra de la empresa, los CCT vigentes se extinguen de pleno derecho respecto del adquirente a quien tampoco se le endilga responsabilidad solidaria. 
Las partes quedan habilitadas para renegociar los convenios (de crisis) en caso de que se dispusiese la continuidad de la explotación. El CCT renegociado es un CC de empresa que negocia el adquirente por la parte patronal y por la parte obrera la asociación sindical con personería gremial habilitada para hacerlo. 

Convenios Colectivos y Disponibilidad Colectiva: Ley 24467: La Ley 24.467 "Ley de PYMES" estableció un capitulo sobre "Negociación Colectiva" 

Las (PYMES) son aquéllas Con menos de 40 trabajadores y con una facturación anual inferior a la que fija la reglamentación, que es de $ 2.500.000 para el sector rural, para el sector industrial $ 5 millones; para el sector comercio $ 3 millones y para servicios $ 4 millones (por convenio se puede ampliar el numero de trabajadores de y monto de facturación). Se incorpora el concepto de disponibilidad colectiva, entendiéndose por talla delegación por la ley del tratamiento de ciertas materias a lo que dispongan los CCT. Las pequeñas empresas deben celebrar dichos convenios dentro del convenio de actividad, en capítulo separado o como convenio autónomo. 
Puede ser materia de disponibilidad colectiva:

· Las formalidades, aviso, requisitos y oportunidad de goce de las vacaciones (Con la limitación del Art. 154 último párrafo de la LCT: por lo menos deben otorgarse en una temporada de verano cada tres períodos); 
· Fraccionamiento de los períodos de pago del SAC siempre que no excedan de tres en un año; 
· El régimen de extinción del contrato de trabajo, previéndose la posibilidad de la creación de cuentas privadas de capitalización que podrían dejar sin efecto las indemnizaciones de los Art. 245 LCT y 7, ley 25013 

Produjo cambios en lo relativo a la ultraactividad  (duraba hasta que salga otra nueva) de los convenios de las pequeñas empresas. Se establece que si no mediare estipulación convencional en contrario, los CCT se extinguirán de pleno derecho a los tres meses de su vencimiento. Vencido el término de un convenio colectivo de trabajo o 60 días antes de su vencimiento, cualquiera de las partes signatarias podrá solicitar el inicio de las negociaciones colectivas para el ámbito de la pequeña empresa, debiendo el Ministerio de Trabajo convocar a las partes. La negociación debe efectuarse de buena fe, lo que implica la concurrencia a la negociación y a las audiencias, el intercambio de información y la realización de esfuerzos conducentes para arribar a un acuerdo. 

En el caso de que no exista un CCT para pequeñas empresas, cuando se negocie un convenio de actividad deberá existir un capítulo especial, reservado a las pequeñas empresas. Está establecido en la ley que no se homologará ningún CCT que no contenga este capítulo específico para las pequeñas empresas, salvo que ya exista un convenio que las contemple. 

Durante su vigencia, el CCT de pequeña empresa no puede ser afectado por un convenio de otro ámbito. 

Negociación Colectiva y Trabajadores del Estado: Ley 24.185 y Dto. 477/93. Ratificación del Convenio 154 por Ley 23.544 fomento de la negociación colectiva para trabajadores del Estado. 

La Ley 24.185 es la que rige las negociaciones colectivas que se celebren entre la Administración Publica Nacional y sus empleados, quedando excluidos los cargos políticos y de alta jerarquía como el Presidente y Vice de la Nación, Ministros, Secretario y subsecretarios de Estado, personal militar, el clero oficial.
La representación del Estado será ejercida por el Ministro de Economía y el Secretario de la Función Pública, formándose una comisión negociadora para elaborar un convenio que comprenderá: 

· La estructura orgánica de la Administración Pública Nacional 
· Las facultades de dirección del Estado 
· El principio de idoneidad como base del ingreso y de la promoción de la carrera administrativa.
El acuerdo una vez instrumentado será remitido al Ministerio de Trabajo para su registro y publicación.
El Ministerio de Trabajo actúa como órgano de conciliación en caso de desacuerdo y puede intervenir de oficio y las partes pueden proponer un listado de mediadores inscriptos en una lista especial.
Articulación y sucesión de CCT: La ley 14250 prevé que los CCT de ámbito mayor pueden establecer formas de articulación entre unidades de negociación de ámbitos diferentes, ajustándose las partes a sus respectivas facultades de representación. O sea que es el CCT de ámbito mayor el que puede establecer mecanismos de articulación entre los distintos niveles de negociación. Dichos convenios pueden determinar sus materias propias y hacer remisión expresa de las materias a negociar en los convenios de ámbito menor. Los convenios de ámbito menor en caso de existir un convenio de ámbito mayor que los comprenda, pueden considerar distintas materias: 

· Materias delegadas por el convenio de ámbito mayor: el convenio de ámbito mayor puede fijar cuáles serán los temas que por sus características serán tratados por la convención de ámbito menor 

· Materias no tratadas por el de ámbito mayor: se trata de temas que no fueron considerados por el convenio de ámbito mayor, por no ser generales o presentarse solo en determinados establecimientos o regiones. 

· Materias propias de la organización de la empresa: establece la posibilidad de que sea en el convenio de ámbito menor donde se discutan y regulen las materias que particularmente se presentan en determinadas empresas y que por ello no son tratadas en el convenio de ámbito mayor. 

La derogada ley 25250 en la cual el convenio de ámbito menor prevalecía siempre por sobre el de ámbito mayor aunque contuviera condiciones menos beneficiosas. 
En la ley 25877 sólo se aplican el siguiente orden de prevalencia:
· Un convenio colectivo posterior puede modificar a uno anterior de igual ámbito sigue el principio general de que el convenio posterior deroga al convenio anterior, aunque contenga disposiciones menos favorables que éste ultimo.  
· Un convenio posterior de ámbito distinto (menor o mayor) modifica al anterior en tanto establezca condiciones más favorables para el trabajador. Esa comparación la deben efectuar las instituciones
La ley 25877 ha optado por otorgar prevalencia al convenio más favorable, o a la institución de convenio más favorable 
UNIDAD VIII
Conflictos colectivos de trabajo: El conflicto de trabajo está dado por cualquier desinteligencia con relevancia jurídica que se produce en las relaciones enmarcadas en el derecho del trabajo en sus dos ramas o clasificación: 
· Individuales: Suponen la existencia de un contrato o de una relación de trabajo que vincula a un empleador con un trabajador. El conflicto debe ser dirimido por la justicia del trabajo. Por Ej. Un trabajador que intenta el cobro de una indemnización por un despido injustificado. Trabajador contra empleador (Interés individual)
· Colectivos: Expresa un interés referido a los trabajadores como gremio, lo que está en juego es el interés toda una categoría profesional de trabajadores. Representantes de los trabajadores contra los representantes de empleadores que persigue un interés colectivo

· Plurindividual adquiere contornos similares al conflicto colectivo por su forma de manifestación, por ejemplo cuando los trabajadores cesan en sus labores colectivamente ante un incumplimiento patronal (la falta de pago de salarios). Se trata de una suma de controversias individuales, dado que cada uno podrá demandar individualmente a su empleador por cobro de salarios, o colocarse en situación de despido, etc. Es un conjunto de trabajadores contra el empleador en busca de intereses individuales (suma)
Conflictos de derecho (o jurídicos) de intereses (o económicos). 
Conflicto de derecho: siempre está en juego la interpretación de una norma laboral preexistente al conflicto. Aparecen ante la aplicación o interpretación de una norma legal o convencional preexistente. (Existe ley)

Conflicto de intereses: no existe norma anterior que respalde la pretensión del contendiente sino que el conflicto precisamente se desencadena en aras de la obtención de una norma que consagre esas aspiraciones. Estos conflictos de intereses se suscitan por motivo de la aspiración al logro de una reivindicación que produzca la modificación del orden jurídico convencional colectivo existente. (No existe ley)

Del conflicto de intereses nace una norma jurídica nueva mientras que del conflicto de derecho surge la interpretación de una norma anterior vigente. 
Los conflictos de intereses hacen a la política social mientras que los de derecho conciernen a la política jurídica. 
Fuentes de regulación: 
· Normas de la Constitución Nacional que garantizan a los gremios recurrir a la conciliación y al arbitraje y el derecho de huelga (Art. 14 bis); 
· Las normas del convenio 87 OIT según interpretación del Comité de la OIT;

· La ley 14786 de conciliación obligatoria y arbitraje voluntario en los conflictos colectivos de trabajo, 
· Decreto 843/2000 sobre servicios esenciales en caso de huelga. 

Medios de acción directa: Toda huelga, en tanto no sea ilegal, ilícita o abusiva es una medida legítima de acción sindical pero también existen medidas legítimas de acción sindical que no son huelga (Ej. quite de colaboración). 

Derecho de huelga: El Art. 14 bis es una incorporación tardía en relación a otras constituciones (mexicana, francesa, italiana). La reforma de 1949 no reconoció el derecho de huelga. No hay una definición legal de huelga. Podríamos nosotros decir que es la cesación o paro o abstención de prestar servicio en el trabajo de personas empleadas en el mismo oficio hecho de común acuerdo con el fin de imponer ciertas condiciones a los patronos. La ilicitud de la huelga siempre va conjunta con la violencia. Es la manifestación de disconformidad de las masas.
Sujeto titular del derecho de huelga: Se han formulado dos posiciones encontradas: una primera postura que sostiene que el sujeto habilitado para la huelga es la asociación sindical con personería gremial. Esta posición se basa en que éstas son las únicas que asumen la representación de los intereses colectivos de los trabajadores y que pueden celebrar CCT. Una segunda postura atribuye este derecho además á otros titulares, las asociaciones sindicales simplemente inscriptas, grupo de trabajadores de la misma actividad, profesión, oficio o categoría. Se fundamenta en que según la ley 23551 al establecer los requisitos necesarios de los estatutos indica que debe constar el procedimiento para decretar medidas legítimas de acción sindical. Esto incluiría a todas las asociaciones sindicales. Según esta postura el término "gremio" del Art. 14 bis hace referencia a pluralidad de trabajadores unidos por el hecho de pertenecer a la misma actividad, profesión, categoría, etc. y no con un significado limitado al sindicato. La jurisprudencia mayoritaria, considera que el sujeto titular del derecho de huelga en Argentina es la Asociación Sindical con Personería Gremial exclusivamente. 

Construcción del concepto jurídico
1) Suspensión colectiva de la prestación de trabajo: Abstención laboral enmarcada en el contexto del desarrollo de un contrato de trabajo. La huelga tiene como presupuesto la existencia de un contrato de trabajo y como acto colectivo que es de una pluralidad de contratos de trabajo. Solo de una manera figurada se puede hablar de huelga de estudiantes, de consumidores, de inquilinos, porque la huelga sólo puede darse en el marco del trabajo prestado en relación de dependencia. Huelga es una suspensión del contrato de trabajo por causas gremiales. La abstención del trabajo ejecutado para la defensa de intereses colectivos no constituye un incumplimiento del deber de prestar trabajo. La vinculación subsiste aunque queden temporalmente sin ejecución los dos deberes fundamentales que la constituyen: el deber de trabajar como el de pagar la remuneración. Cesada la huelga, la relación se reanuda. 

2) Fines de defensa de los intereses de los trabajadores: La huelga debe perseguir sólo fines profesionales. Sin embargo, el Comité de Interpretación de la OIT ha decidido que los sindicatos deberían poder organizar huelgas de protesta en particular para ejercer una crítica contra la política económica y social del gobierno que guarda relación con los intereses de sus miembros. En cuanto a las huelgas de solidaridad, este comité se ha expresado en el sentido que una prohibición general de estas huelgas podría resultar abusivo y los trabajadores deberían poder recurrir a tales acciones a condición de que sea legal la huelga inicial que apoyen. 

Reglamentación del derecho de huelga: En Argentina es incompleta. La Convención Constituyente de 1957 rechazó la idea de un derecho absoluto. Ningún derecho constitucional es absoluto, ya que todos se gozan conforme a las leyes que reglamentan su ejercicio. La Corte dice: "aunque el derecho de huelga tenga consagración constitucional no significa que sea absoluto ni que impida su reglamentación legal ni la apreciación judicial de las circunstancias conducentes para decidir los casos que ocurrieren”. Existe posibilidad de limitación jurídica del ámbito de la huelga. Los jueces tienen que fijar los límites al derecho de huelga. 
Ilegalidad de las huelgas:

· Huelgas ejecutadas por sindicatos sin personería gremial

· Huelgas ejecutadas si haber agotado la instancia de conciliación obligatoria

· Huelgas ejecutadas sin motivos laborales (con fines políticos o sociales)

· Huelgas que afectasen a los servicios esenciales

Formas dé ejercicio: Existen muy diversas modalidades de acción 

Huelga por tiempo indeterminado: pretende durar hasta el logro del objetivo propuesto o hasta hacer cesar la resistencia de la otra parte. 
Huelga por tiempo determinado: tiene desde el comienzo un plazo de duración. 
Paros: cesación de labores que no comprenden la totalidad de la jornada de trabajo. Generalmente, se concretan sin abandono de los lugares de trabajo. A veces se los designa paros parciales bien porque no cubren todo el horario de trabajo o porque no abarcan la totalidad de las secciones del establecimiento. 
Huelga de brazos caídos: (huelgas blanca). Sin abandono de los lugares de trabajo. Puede abarcar todo o parte de la jornada de labor. En principio, es una forma lícita de huelga. 

Huelga con ocupación del establecimiento: Medida de fuerza cuya ejecución se prolonga más allá de la jornada, manteniéndose los trabajadores en el lugar de trabajo no obstante haber finalizado el horario. 
En el derecho español no integra el concepto de huelga y justifica el cierre patronal, en el derecho francés: constituye una vía de hecho ilícita que atenta contra la libertad de trabajo de los otros trabajadores y contra el derecho de propiedad del empleador. 

Huelga rotativa: se desarrolla en etapas sucesivas perfectamente coordinadas que afectan de manera escalonada los diversos sectores del establecimiento. 

Huelga de solidaridad o simpatía: su calificación está condicionada por el juicio que corresponda a los hechos y personas con quienes la solidaridad se practica.

Otras modalidades son: trabajo a reglamento, trabajo a código, trabajo a desgano, huelga relámpago, huelga sorpresiva, huelga a la japonesa, quite de colaboración, etc.
Medios de presión de los empleadores: El "lock out” o cierre patronal es una medida de acción directa de los empleadores que consiste en la clausura temporaria del establecimiento como instrumento de presión sobre los trabajadores. Se manifiesta en la prohibición de acceso al establecimiento para los trabajadores y por consiguiente la imposibilidad de prestación del trabajo. A diferencia del derecho de huelga que goza de reconocimiento expreso a nivel constitucional, el cierre patronal no es mencionado y se discute doctrinalmente su estatuto jurídico.
Debe distinguirse el lock out defensivo (es licito) que se justifica como reacción lógica ante una medida ilegítima de los trabajadores (huelga con ocupación del establecimiento, trabajo a desgano). Y el lock out ofensivo (es ilícito) el que es previo a toda medida de los trabajadores o se ejecuta ante una medida legítima de éstos, no puede justificarse jurídicamente frente al reconocimiento constitucional del derecho de huelga. 

Fallo de la Cámara Civil del Neuquén  Cerámica Zanón SA,". Se trata de una empresa que dejó de abonar los salarios de sus trabajadores y cerró su planta industrial apagando sus hornos y dejando también de prestar a sus trabajadores servicios de enfermería y transporte. El Sindicato Ceramista local interpuso un amparo contra tales actos y el Juez de Primera Instancia declaró la existencia de un "lock out" disponiendo el cese de las medidas ilegítimas tomadas por la empresa. Apelada la sentencia la Cámara aludida confirmó en lo sustancial el pronunciamiento de primera Instancia en base a estos argumentos: 
· Constituye "lock out" por cierre ofensivo la conducta del empleador que ante la inexistencia de huelga de los trabajadores declarada como tal -se había recurrido a la retención de tareas- no cumplió con el pago de los salarios y de los acuerdos celebrados en sede administrativa y no realizó ninguna actuación a fin de recuperar la fuente de trabajo y la posibilidad de reinserción laboral. Resulta acreditado el lock out, paro patronal por cierre ofensivo de la fuente laboral impuesto con el objeto de ejercer presión sobre los trabajadores si el empleador adoptó un comportamiento previo de incumplimientos de pagos de los salarios. 
· El cierre de una planta industrial -en el caso el apagado de sus hornos- el no pago de los sueldos devengados y la interrupción de los servicios de transporte de obreros y enfermería configuran "lock out" que toma procedente la acción de amparo tendiente a hacer cesar tales conductas por manifiestamente ilegítimas. La acción de amparo -en el caso promovida por un sindicato para hacer cesar un "lock out" por atentar contra los derechos a la subsistencia y el pago de una retribución justa- es admisible no obstante la existencia de otros medios legales para obtener la tutela requerida, si los mismos resultan idóneos para evitar los daños graves e irreparables que se derivarían de la violación constitucional denunciada (de la sentencia de la Cámara). 

UNIDAD IX

Conflictos colectivos del trabajo: Otras medidas de acción directa: (exceden el concepto de huelga y son ilegales):
· Piquete: practicado lícitamente, es el apostamiento en forma pacífica de los trabajadores que llevan adelante una huelga en el exterior de los accesos o en las salidas del establecimiento. Su objetivo es poner en conocimiento de los trabajadores que no participan la medida de fuerza decidida y persuadirlos para lograr su adhesión. Cuando el piquete se ejerce por medio de la restricción a la libre circulación o ingreso de trabajadores, clientes, proveedores, etc., y se verifica violencias sobre bienes de la empresa, se convierte en una acción ilícita.

· Sabotaje: Es un acto de destrucción de los instrumentos de trabajo o materias primas. La medida tiende a impedir el cumplimiento de la prestación laboral. Los hechos de esa naturaleza constituyen un ilícito grave que configura un delito de carácter penal. 

· Boicot (listas negras) constituye un medio de presión, ya que en ella se alistan empleadores con los cuales no se deben efectuar relaciones contractuales. Es una medida ilícita que produce una violación al deber de lealtad. 

Legalidad o ilegalidad de la huelga. Esta es una cuestión vinculada a la determinación acerca de si la huelga se ha ejercitado conforme a derecho, sin contravenir disposiciones legales, cláusulas de las CCT o acuerdos entre las partes, o normas que integran el ordenamiento jurídico general. 

Al no existir una definición legal de huelga, los límites de su ejercicio quedan remitidos a las opiniones de los autores y a las decisiones judiciales. Desde el momento en que la huelga ha aceptado convertirse en un derecho, se ha adaptado a que existan condiciones y restricciones a su ejercicio. 

El Ministerio de Trabajo es quien puede decretar la ilegalidad de la huelga y no su legalidad pues, como derecho constitucional su ejercicio debe presumirse legítimo. 

Casos que pueden presentarse: 

· Huelga con ocupación de establecimiento: deben descalificarse como huelgas ilícitas las ejecutadas con ocupación del establecimiento luego de finalizada la jornada de labor. En este caso, los trabajadores, para eximirse de responsabilidad, deben probar que no participaron en dicha ocupación. Nunca se justifica esa medida pues hay una restricción ilegítima de los derechos constitucionales del empresario (derecho de propiedad). Constituiría delito de usurpación y privación de la libertad individual (por prohibición de salida para los que se hallaban en el interior del establecimiento). Todo ello sin perjuicio de la legitimidad de los reclamos. 

· Huelga con violencia física: también descalificada por la jurisprudencia, quien la  ha señalado como un requisito ineludible para la licitud de la huelga el agotamiento de la instancia obligatoria de conciliación prevista en la ley. Resulta necesario analizar cada caso concreto para que el juez establezca si la medida es legítima o no. Para determinar la legitimidad de la huelga se consideró necesario ponderar la naturaleza de las pretensiones en juego. Corresponde distinguir entre las huelgas que se decretan por causas razonables y aquellas que procuran la obtención de beneficios imposibles. 
Declaración administrativa: Aunque ninguna ley lo establezca, se considera inherente al poder de policía del Estado, la facultad del Ministerio de Trabajo de declarar la ilegalidad de una huelga. 
La declaración de ilegalidad de una huelga por el Ministerio de Trabajo se dirige exclusivamente a encauzar el conflicto en el aspecto colectivo y si bien tiene repercusiones en las controversias individuales que se planteen como derivación del conflicto, el Poder Ejecutivo carece de competencia para resolver los conflictos individuales y sólo puede intervenir en ellos a título conciliatorio. 
La facultad de resolver las controversias individuales de derecho que se susciten como derivación de un conflicto colectivo corresponde a los jueces con competencia en lo laboral quienes para decidirlas deben tomar en consideración la resolución administrativa dictada en el curso del conflicto. 

La declaración administrativa no tiene recurso ante la justicia. No es susceptible de revisión judicial. La impugnación del acto debe ser intentada ante el mismo órgano que la dictó. 
No corresponde a los jueces en el ejercicio de sus atribuciones Conocer en materia de huelga para encauzar el curso de su desarrollo. Sin embargo los jueces, tienen la facultad de declarar el error grave o la irrazonabilidad clara en que la autoridad administrativa haya incurrido al declarar el carácter ilegal de aquélla. Hay que analizar cada caso concreto. La Corte Nacional ha dicho: "La existencia de una resolución administrativa que califica una huelga, no impide que los jueces conserven competencia para decidir el punto, en la medida necesaria para la solución de los conflictos individuales consecuencia de la huelga, pero serias razones de seguridad jurídica obligan a limitar la revisión judicial de la declaración administrativa a los supuestos en que su falta de fundamentos o su arbitrariedad es manifiesta". 

Principios que surgen de la jurisprudencia en materia de huelga. 

Lineamientos doctrinales: 

· Corresponde a la autoridad administrativa y no judicial la competencia para encauzar el conflicto colectivo. 

· Los jueces al resolver las controversias individuales, deben atenerse a la declaración administrativa de ilegalidad y sólo podrán apartarse en caso de error grave o irrazonabilidad clara. 

· Cuando no existiera declaración administrativa de ilegalidad, es preciso que los jueces al resolver la controversia individual se pronuncien sobre la licitud o ilicitud de la medida. 
· Aun calificada de ilegal una huelga, los jueces para resolver las controversias individuales, deber analizar la participación que le cupo en ella al trabajador en cuestión y especialmente si su conducta fue injuriosa en los términos del Art. 242 de la LCT como para justificar el despido.

· La participación en una huelga declarada ilegal -administrativa o judicialmente- sólo justifica el despido con justa causa de un trabajador si medió en el caso intimación previa del empleador para que se reintegre a sus tareas y el requerimiento resultó incumplido. 

Solución de los conflictos. Ley 14786. Instancia obligatoria de conciliación y arbitraje voluntario. Procedimiento: El ordenamiento jurídico ha previsto procedimientos de solución de los conflictos colectivos de trabajo en la inteligencia de que éstos constituyen una perturbación para el pleno desarrollo de la producción de bienes y servicios y la paz laboral. El Art. 14 bis confiere a los gremios el derecho a recurrir "a la conciliación y al arbitraje". Los procedimientos y formas de solución de los conflictos colectivos son: 

· Autocomposición del conflicto: Las propias partes, sin intervención ajena a ellos, negocian directamente y llegan a un acuerdo que pone fin al conflicto. 

· Conciliación: Es un procedimiento legal de solución de los conflictos colectivos del trabajo mediante el cual un organismo administrativo ajeno a las partes despliega medios de avenimiento destinados a lograr que ellas mismas, por su propia decisión, concluyan un acuerdo.
· Arbitraje: Es un procedimiento legal de solución de los conflictos colectivos del trabajo mediante el cual las partes de común acuerdo designan a una persona ajena a ellas -el árbitro- para que resuelva en un plazo determinado las cuestiones controvertidas que les someten voluntariamente a su decisión. 

La ley 14786 ha instaurado normas destinadas a sustanciar estos conflictos mediante una instancia de conciliación obligatoria y otra instancia de arbitraje voluntario que se desarrollan en el ámbito del Ministerio de Trabajo. 

La conciliación obligatoria: 

· Iniciación del procedimiento: La instancia obligatoria de conciliación se inicia por dos vías: 
1. Por comunicación del conflicto a la autoridad administrativa por cualquiera de las partes y 
2. Por intervención de oficio del Ministerio. 

· La comunicación es obligatoria antes de que una de las partes decida recurrir a medidas de acción directa ya que de hacerlo sin poner en movimiento los mecanismos de conciliación la medida que adopte será considerada ilegal. Se prevé la posibilidad del dictado de medidas cautelares con el fin de asegurar el resultado práctico del proceso (medida de no innovar). 
· Partes: Pueden ser una pluralidad de trabajadores con un interés colectivo o una asociación sindical por la parte obrera y un empleador, grupo de empleadores o asociaciones de empleadores por la parte patronal. Si el conflicto se plantea para obtener la celebración de una CCT, el derecho a recurrir a la conciliación y al arbitraje pertenece sólo a las Asociaciones Sindicales con personería gremial. 
· Trámite: El procedimiento se concreta en audiencias convocadas por el Ministerio en el número que considere necesarias para lograr un acuerdo sin que se exceda el plazo máximo para la duración de la instancia de conciliación. El objetivo de las audiencias es lograr el avenimiento de las partes. La autoridad administrativa está autorizada para realizar investigaciones, recabar asesoramiento de las reparticiones publicas o privadas y ordenar cualquier medida que tienda al más amplio conocimiento de la cuestión que se ventile, proponiendo fórmulas conciliatorias para la solución del conflicto (mediación entre las partes). El plazo máximo es de l5 días hábiles que podrá ampliarse por 5 más cuando el conciliador prevea la posibilidad de lograr un acuerdo. Son plazos breves para preservar el derecho constitucional a la huelga. El plazo puede ser prorrogado por acuerdo de partes. Si éstas llegan a un acuerdo en el curso del procedimiento conciliatorio, éste pone fin al conflicto. 
· Medidas de acción directa: Antes de que se someta un diferendo a la instancia de conciliación y mientras no se hayan agotados los plazos de la instancia las partes no podrán adoptar medidas de acción directa. Esta es una reglamentación que se considera razonable del derecho de huelga. Vencidos los plazos de la instancia obligatoria de conciliación sin que hubiera sido aceptada una fórmula conciliatoria ni suscripto un compromiso arbitral, las panes pueden recurrir a las medidas de acción directa. 

El arbitraje voluntario: 
· Si fracasa la instancia de conciliación obligatoria, la ley prevé invitar a las partes a someter la cuestión al arbitraje. 
· Aceptado el ofrecimiento, las partes deben suscribir un compromiso arbitral que debe indicar: el nombre del árbitro, los puntos en discusión, si las partes ofrecen o no pruebas y plazo en el cual debe expedirse el árbitro. 
· El arbitraje puede estar a cargo de una o varias personas en cuyo caso se constituye una comisión arbitral. 
· El árbitro o árbitros son elegidos libremente por las partes por lo que la designación debe recaer en aquellas personas que por su especial versación en materia de relaciones laborales gocen de la confianza de ambas partes. 
· El árbitro tiene facultades para efectuar las investigaciones que fueren necesarias para la mejor dilucidación de la cuestión planteada. 
· La sentencia arbitral (laudo) ser dictada en el término de 10 días prorrogables si se dispusieran medidas de prueba. Contra la sentencia arbitral la ley no admite otro recurso que el de nulidad fundado en haberse laudado sobre cuestiones no comprendidas o fuera del término establecido, ante la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo. 
· El laudo tendrá los mismos efectos que las convenciones colectivas, Esto significa que notificado el laudo y pasado el término para los recursos posibles, sus disposiciones serán de cumplimiento obligatorio para todos los trabajadores y empleadores de la actividad, categoría o zona a que se refiere. 
· La regla estatal 16.936 estableció la figura del arbitraje obligatorio y facultaba al Ministerio de Trabajo de la Nación a avocarse al conocimiento y decisión de los conflictos colectivos laborales, de derecho o de intereses que se susciten en todo el territorio de la Nación. 
· Establecía que la resolución que abra la instancia de arbitraje obligatorio era irrecurrible e implicaba la intimación al cese de todas las medidas de acción directa que las partes hubieran adoptado con la facultad  de retrotraer el estado de cosas al preexistente al acto o hecho que, hubiere determinado el conflicto. 
· Esta normativa fue derogada por la Ley 25.250
Sanciones: la violación de cualquiera de las partes de las resoluciones dictadas con motivo de los procedimientos de conciliación obligatoria y arbitraje se tipifican como infracciones muy graves pasibles de multas severas, llegando éstas a la clausura del establecimiento por un tiempo máximo de diez días.
UNIDAD X

Huelga y servicios esenciales: Definición y jurisprudencia de la OIT. 

La Comisión de Expertos en aplicación de convenios y recomendaciones y el Comité de Libertad Sindical de la OIT, definen a los servicios esenciales como “aquel cuya interrupción podría poner en peligro la vida la seguridad o la salud de la persona en toda o en parte de la población”. 

La OIT acepta la restricción de la huelga en los servicios esenciales pero exige que se brinde a los trabajadores garantías apropiadas tales como "procedimientos de conciliación y arbitraje adecuados, imparciales y rápidos". Cuando la huelga por su duración o extensión pudiera provocar una situación de crisis nacional se acepta la necesidad de establecer guardias mínimas de acuerdo con empleadores y trabajadores.
El Comité de Libertad Sindical ha considerado servicios esenciales en sentido estricto al: 

· Sector hospitalario (Recopilación 1985 párrafo 409). 
· Servicios de abastecimiento de agua (Recopilación 1985 párrafo. 410 Casos 1593 y 1601).
· Servicios de electricidad (Recopilación Casos 1307). 

· Telefónicos (casos 1532 y 1686). 
· Control de tráfico aéreo (Recopilación 1985 párrafo 412).
También de la doctrina del Comité de Libertad Sindical se han admitido restricciones al ejercicio del derecho de huelga en aquellos servicios si bien no considerados esenciales en sentido estricto por su extensión y duración del conflicto se afectare un servicio público de importancia trascendental para el país incluyendo en ésta categoría al "Transporte de pasajeros y mercancías" o que pusieren en peligro las condiciones de existencia de la población 

Decreto 2184/90 Críticas y derogación: Consagraba una definición análoga a la de la OIT en materia de servicios esenciales agregando la libertad a saber: Serán considerados servicios esenciales aquéllos cuya interrupción total o parcial pueda poner en peligro la vida, la salud, la libertad o la seguridad de parte de la población o de las personas: 

1) los servicios sanitarios y hospitalarios, 
2) el transporte,
3) la producción y distribución de agua potable, energía eléctrica, gas y otros combustibles,
4) los servicios de telecomunicaciones, 
5) la educación primaria, secundaria, terciaria y universitaria, 

6) la administración de justicia a requerimiento de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. 
7) En general todos aquellos en los que la extensión, duración u oportunidad de la interrupción del servicio o actividad pudiera poner en peligro la vida, la salud, la libertad o la seguridad de toda la comunidad o de parte de ella lo que así será calificado por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social.
El último párrafo es de una gran amplitud y ha sido muy criticado por la doctrina por cuanto una interpretación conforme al pragmatismo reinante podría poner en peligro el ejercicio del derecho de huelga al considerar cualquier actividad como servicio esencial, razón por la que el Poder Judicial debería evitar que la Administración del Trabajo avance y califique ligeramente actividades como esenciales.
Lo novedoso de éste Decreto es que otorga a la autoridad de aplicación la facultad de declarar la ilegalidad de las medidas de acción directa que se materialicen y que impliquen la inobservancia de los procedimientos previstos en las Leyes 14786 y 16936 o la falta de acatamiento a decisiones de dicha autoridad.
En tales supuestos las asociaciones sindicales que dispongan, alienten o apoyen medidas de acción directa consideradas ilegales la autoridad de aplicación procederá instrumentar los procedimientos previstos en la Ley 23551 (suspensión o cancelación de la personería gremial o intervención de la entidad). 

El Art. 24 de la ley 25877, actualmente vigente: prevé que cuando por un conflicto de trabajo alguna de las partes decida la adopción de medidas de acción directa que involucren actividades que puedan considerarse servicios esenciales, debe garantizar la prestación de servicios mínimos para evitar su interrupción. Considera esenciales:

· Los servicios hospitalarios,

· La producción y distribución de agua potable, energía eléctrica y gas 

· Control del tráfico aéreo. 

Puede ser calificada de esencial por la comisión de garantías, una actividad en los siguientes casos: 

· Cuando por la duración y extensión territorial, la interrupción de la actividad o la ejecución de la medida pudiera poner en peligro la vida, la salud o la seguridad de la población. 

· Cuando se trate de un servicio público de importancia trascendental. 
Comisión De Garantías y estará facultada para: 
a) Calificar excepcionalmente como servicio esencial a una actividad no enumerada en la Ley Nº 25.877
b) Asesorar a la Autoridad de Aplicación para la fijación de los servicios mínimos necesarios, cuando las partes no lo hubieren así acordado o cuando los acuerdos fueren insuficientes
c) Pronunciarse, a solicitud de la Autoridad de Aplicación, sobre cuestiones vinculadas con el ejercicio de las medidas de acción directa. 
d) Expedirse, a solicitud de la Autoridad de Aplicación, cuando de común acuerdo las partes involucradas en una medida de acción directa requieran su opinión. 
e) Consultar y requerir informes a los entes reguladores de los servicios involucrados, a las asociaciones cuyo objeto sea la protección del interés de los usuarios y a personas o instituciones nacionales y extranjeras. 

La Comisión podrá ser convocada por el Ministerio De Trabajo de oficio o a pedido de las partes intervinientes.
· La Comisión De Garantías estará integrada por 5 miembros. La elección de los integrantes deberá recaer en personas de reconocida solvencia técnica, profesional o académica en materia de relaciones del trabajo, del derecho laboral o del derecho constitucional y destacada trayectoria. 
· Los integrantes de la Comisión se desempeñarán ad honorem y deberán cumplir con el requisito de independencia. No podrán integrarla los legisladores nacionales, provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, quienes ocupen públicos electivos y aquellas que ejerzan cargos de dirección o conducción en partidos políticos, asociaciones sindicales o en organizaciones de empleadores. 
· Los integrantes serán designados por el Poder Ejecutivo a propuesta de las organizaciones de empleadores y de trabajadores más representativos, de la Federación Argentina De Colegios De Abogados y del Consejo Ínter universitario Nacional. 

· Los integrantes de la Comisión durarán en sus cargos 3 años, pudiendo ser reelectos una sola vez. La Comisión De Garantías dictará su reglamento de funcionamiento y elegirá a su presidente entre sus integrantes. 
Procedimiento

· Agotada la conciliación obligatoria, la parte que se propusiere ejercer medidas de acción directa que involucren a los servicios esenciales, deberá preavisarlo a la otra parte y a la autoridad de aplicación en forma fehaciente y con 5 días de anticipación a la fecha en que se realizará la medida. 

· Dentro del día inmediato siguiente a aquél en que se efectuó el preaviso, las partes acordarán ante la Autoridad de Aplicación sobre los servicios mínimos que se mantendrán durante el conflicto, las modalidades de su ejecución y el personal que se asignará a la prestación de los mismos. 
· Cuando las prestaciones mínimas del servicio se hubieren establecido mediante convenio colectivo u otro tipo de acuerdos, las partes deberán comunicar por escrito a la Autoridad de Aplicación las modalidades de ejecución de aquéllas, señalando la forma en que se ejecutarán las prestaciones, incluyendo la designación del personal involucrado, pautas horarias, asignación de funciones y equipos. 
· Si las partes no cumplieran con las obligaciones previstas  dentro de los plazos establecidos o si los servicios mínimos acordados por las mismas fueren insuficientes, la Autoridad de Aplicación, en consulta con la Comisión de Garantías, fijará los servicios mínimos indispensables para asegurar la prestación del servicio, cantidad de trabajadores que se asignará a su ejecución, pautas horarias, asignación de funciones y equipos, procurando resguardar tanto el derecho de huelga como los derechos de los usuarios afectados. 
· La empresa u organismo prestador del servicio considerado esencial garantizará la ejecución de los servicios mínimos y deberá poner en conocimiento de los usuarios, por medios de difusión masiva, las modalidades que revestirá la prestación durante el conflicto, dentro del plazo de 48 horas, antes del inicio de las medidas de acción directa, detallando el tiempo de iniciación y la duración de las medidas, la forma de distribución de los servicios mínimos garantizados y la reactivación de las prestaciones. 

· Asimismo deberá arbitrar los medios tendientes a la normalización de la actividad una vez finalizada la ejecución de dichas medidas. 
· La inobservancia de estas normas originará la aplicación de las distintas multas y sanciones, las que, obviamente, deberán ser solicitadas por la parte afectada. 
